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1. Introducción

La financiación de la política y en particular de los partidos es un tema íntimamente vinculado con la calidad de la democracia. En los años noventa, numerosos escándalos de corrupción relacionados con el financiamiento de la política en países tan diversos como Alemania, Italia, Estados Unidos, Colombia, Venezuela o Brasil, provocaron la renuncia de presidentes, precipitaron el derrumbe de viejos sistemas de partidos o enterraron a lídres históricos. En virtud de ello, el problema de la financiación de la política y en particular de los partidos, se ha transformado en uno de los temas más recurrentes de la agenda política de muchos países. Las nuevas normativas o los proyectos de regulación de la relación entre el dinero y la política, ha perseguido en todos los casos el propósito de mejorar la legitimidad de los partidos e implementar mayores niveles de transparencia sobre el uso de los recursos económicos. 

En este sentido, Uruguay no parece ser la excepción. La aproximación de las elecciones nacionales parece imponer una vez más el tema. Una rápida mirada al escenario político de las últimas décadas muestra que el problema de la financiación de los partidos en nuestro país es un asunto típico de “política invisible”. La escasa regulación sobre las fuentes de financiamiento dificulta el conocimiento y la sistematización sobre las formas en que las colectividades partidarias financian su accionar cotidiano o las comparecencias electorales. Los pocos estudios que intentaron avanzar sobre el tema se enfrentaron a graves problemas metodológicos, debiéndose privilegiar una perspectiva más normativa que empírica
.

La experiencia histórica enseña que la construcción de las sociedades democráticas se encuentra íntimamente vinculada con el desarrollo de partidos institucionalizados, con formaciones capaces de representar adecuadamente a la ciudadanía y de cumplir las funciones básicas de intermediación, transmisión de demandas y comunicación (Sartori, 1980). El “giro de época” al que asistimos -a partir del proceso de globalización planetaria, el avance de los procesos de integración regional y las reestructuras de las economías y el Estado- ha interpelado a los sistemas democráticos y principalmente, a sus  estructuras más emblemáticas. Los parlamentos, los poderes judiciales, los partidos políticos y otros actores clásicos de la democracia liberal se encuentran sujetos a una necesaria reformulación de sus respectivos funcionamientos. El estudio del  desempeño de los partidos políticos y de los cambios que vienen sufriendo en estas últimas décadas, se transforma entonces en un prospecto ineludible para la ciencia política, exigiendo la formulación de nuevas perspectivas que permitan determinar las condiciones que favorecen el óptimo desarrollo de sus principales funciones. 

El estudio del financiamiento de los partidos políticos obliga a trascender el límite de la descripción y exige un análisis del impacto de las fuentes de financiamiento sobre las políticas finalmente implementadas. Los incentivos y constricciones que generan los diferentes instrumentos de política varían tanto por su interacción con diferentes realidades como por sus combinaciones con otras normas. En  consecuencia, el centro del asunto a estudiar debe ser el conjunto de incentivos y constricciones que genera -o podría generar- una nueva regulación sobre las realidades concretas.

El presente trabajo intenta sistematizar una serie de apuntes sobre el financiamiento de los partidos en las democracias modernas. Luego de un breve repaso sobre las formas de regulación de la financiación de los partidos y de los diferentes instrumentos políticos utilizados en diversos países de América Latina, el estudio se centra en una descripción de la regulación en Uruguay. Por último, avanza sobre algunas de las reformas que en esta materia el sistema político uruguayo debería encarar.. 

2. El costo de la democracia y la regulación del financiamiento de la política

La democracia, entendida como poliarquía, requiere no sólo de la libertad para votar y competir por los cargos de gobierno, sin también de la expresión y publicación de las opiniones disidentes, de la libertad de formar organizaciones e incorporarse a ellas y del acceso a fuentes alternativas de información. En otras palabras, la democracia moderna no sólo exige la existencia de un pluralismo político fundado en la competencia, sino también de un pluralismo social protegido por garantías legales y constitucionales. De este modo, cuando se ingresa en el análisis del financiamiento de la democracia, se debe tomar en cuenta no sólo el problema del costo de la competencia electoral, sino también en la erogación que significa el cumplimiento de los derechos civiles. De poco sirve contar con un sistema de financiamiento electoral eficiente, si al mismo tiempo no se garantiza la posibilidad de desarrollo de organizaciones políticas que expresen la diferencia social o de fuentes alternativas de información que alienten el debate e incluyan todas las expresiones de una sociedad.

La toma de decisiones colectivas insume costos de funcionamiento inevitables. El gasto derivado de las tareas de gobierno -tanto de los órganos ejecutivos como de los legislativos- y el de la organización de su propia elección, son claros ejemplos de ese tipo de costos. Aunque no tan reconocido o explícito como los anteriores, el costo de la comunicación política –aquella que permite a los ciudadanos elegir entre partidos y candidatos, y mantenerse al mismo tiempo informada- es también parte importante del costo de la democracia. Ante cada elección, candidatos y partidos enfrentan el desafío de comunicar a los electores tanto sus propuestas como sus acciones de gobierno. El desempeño de esta tarea permite a los ciudadanos acceder, a un bajo costo, a la información necesaria para procesar su selección entre las diferentes ofertas disponibles. En forma adicional, el debate político posibilita la rendición de cuentas de los políticos ante la ciudadanía, lo cual supone el desarrollo de destrezas institucionales básicas para cualquier sistema democrático.

En general, no se discute que el gasto originado por las tareas de gobierno sea cubierto con fondos públicos. Parece lógico concebir que los sueldos y retribuciones de nuestros gobernantes y administradores sean cubiertos por el erario público. Pero algo muy diferente acontece con los costos que insume el accionar partidario y particularmente, la comunicación política. Esta dimensión del funcionamiento de la política se encuentra a medio camino entre lo público y lo privado y sus fuentes de financiación no son, ni han sido, necesariamente de carácter público. 

Los estudios académicos se concentran fundamentalmente en el estudio del financiamiento de los partidos, y en particular, en el análisis del costo de las campañas electorales. Este es un recurso metodológico que simplifica la consideración del problema del costo efectivo de la democracia. Sin embargo, nos acerca a la temática y nos brinda una idea sobre el peligro que representa para un sistema político no resolver adecuadamente esta ecuación. 

El ejercicio comparado muestra la existencia de muy variadas formas de regulación del financiamiento de la política. No sólo existe una amplia gama de instrumentos, sino también una multiplicidad de combinaciones de éstos. La pluralidad de sistemas de regulación no hace más que responder a las diferentes formas de organización partidaria que pretenden regular y al tipo de problemáticas que se intenta resolver. Podemos encontrar países que apuestan a la autorregulación de los partidos, como es el caso de Uruguay; pero también otros donde se establecen detallados sistemas de regulación establecidos por ley
.

Parece importante comprender que las normas de regulación de financiación son en su mayoría reglas que afectan los términos de la competencia electoral. En este sentido, no existen regulaciones inocuas, ya que todas ellas inciden directamente sobre las posibilidades electorales de los competidores. Esto significa entonces que el problema de la financiación es un problema fundamentalmente político y no técnico como tantas veces se le intenta presentar. En consecuencia, no debemos discutir sólo sobre los efectos en la transparencia de la financiación, sino también sobre su impacto en la competencia política. Por ejemplo, si bien la limitación al gasto en las campañas electorales puede disminuir la dependencia de los políticos con las grandes donaciones particulares, también puede conferir una importante ventaja a quienes buscan ser reelectos en sus cargos en detrimento de los desafiantes. Jacobson (1990) presenta contundente evidencia empírica que apoya la idea  que el impacto de la limitación del gasto de las campañas es menor para los “incumbents” que para los desafiantes, pues los primeros suelen echar mano a los recursos que brinda el ejercicio de un cargo público
.

La regulación de la compleja relación entre dinero y política debe ser entonces un armado coherente de instrumentos regulatorios. Pero no siempre la combinación de normas que individualmente generarían incentivos para conductas deseables, logran un efecto similar a nivel general. Regulaciones estrictas sobre procedencia, publicidad y monto de donaciones, sin una contraparte que limite el gasto, pueden terminar introduciendo en la ilegalidad a los partidos y candidatos. Obligados a gastar para ser exitosos en las contiendas electorales, las regulaciones demasiado estrictas sobre aportes a los partidos hacen que éstos sean incentivados a saltar los obstáculos legales generados por dicha norma de regulación.

Kevin Casas (2002) clasifica los instrumentos de regulación según su función y objeto. Este enfoque clasificatorio permite distinguir entre (a) normas que se ocupan estrictamente de la regulación de los ingresos de los partidos y candidatos, (b) normas que se ocupan de la regulación de los gastos y (c) normas que aseguran la transparencia tanto de los ingresos como de los gastos (ver cuadro 1).  Cómo se consiguen los fondos, cuánto se gasta y cómo se publicita y controla, son las áreas que habitualmente ordenan las normas sobre la financiación de partidos y candidatos
.
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2.1 La regulación de los ingresos 

Las normas que se ocupan de la regulación de los ingresos de los partidos son las más extendidas entre los sistemas de regulación. Surgidas frecuentemente en contextos de escándalos de corrupción política, estas normas por lo general definen qué ingresos son permitidos según su fuente y monto. Algunos sistemas sólo permiten contribuciones privadas de montos pequeños y la financiación de las campañas se hace exclusivamente con fondos públicos. Otros sólo se restringen a fijar los montos límites y no otorgan subsidios públicos a los partidos.

Las fuentes de financiamiento de los partidos y candidatos pueden ser privadas o públicas. Las fuentes públicas tienen la ventaja de asegurar una mayor equidad en la competencia política pues asegura a los partidos un ingreso básico para su funcionamiento, al tiempo que los autonomiza de los recursos económicos disponibles en la esfera privada. Sin embargo, este tipo de sistema de financiamiento abre el peligro del distanciamiento de los partidos de la sociedad. Al no depender de las cuotas de los adherentes ni del aporte de privados, los partidos pueden llegar a burocratizarse y por tanto, a elitzar sus dinámicas. En un sentido contrario, la posibilidad de desarrollar fuentes privadas de financiamiento obliga a los partidos a penetrar en la sociedad en procura de recursos para su acción. Sin embargo, aquí el riesgo consiste en la dependencia desmedida respecto a grupos económicos o individuos que aportan para las campañas partidarias. Las fuentes públicas de financiamiento pueden ser (a) directas, cuando se trata de dinero, o (b) indirectas, cuando se trata de recursos en especie Entre las fuentes privadas de financiación se encuentran (a) las contribuciones de los afiliados a los partidos –que en general son públicas y de montos pequeños- y (b) las que realizan donantes no identificados con el partido –de procedencia reservada y de montos importantes-.
.

En líneas generales, la mayoría de las regulaciones sobre el ingreso de recursos están centradas en el problema de las donaciones. En tal sentido, se suele restringir tanto el monto (creación de un topo o prohibición) como el origen (cuales son las instituciones que pueden realizar donaciones). Asimismo, los sistemas que imponen fuertes restricciones a las contribuciones privadas son generalmente complementados con subsidios públicos –permanentes o electorales- que cubren buena parte de los costos de funcionamiento de los partidos en sus campañas y en su actividad interelectoral. Cuando esto no sucede, las restricciones suelen empujar a partidos y candidatos hacia formas poco transparentes de financiación. 

Vale decir que las normas que regulan los ingresos de los partidos chocan frecuentemente con serias dificultades para su aplicación, pues demandan una importante capacidad burocrática para poder auditar las finanzas partidarias. Por tanto, los resultados de los sistemas basados en el control de estos ingresos suelen ser pobres. Más aún, esta ineficacia termina siendo contraproducente en la regulación de la relación entre dinero y política.

2.2. La regulación del gasto

Las regulaciones de los gastos de las campañas suelen ser menos comunes que las de los ingresos. La lógica implícita detrás de la limitación del gasto es disminuir la dependencia de dinero que tienen los políticos para sus campañas electorales. Si no se puede gastar, no hay necesidad de recaudar. 

En este campo existen dos posibilidades para limitar el gasto: (a) fijar un monto máximo total, o (b) limitarlo en determinados rubros. La primera opción, presenta una importante complejidad de aplicación. En primer lugar, porque no parece sencillo decidir un monto máximo de gasto. Grandes restricciones pueden incidir en los resultados de la elección al darle una importante ventaja a quienes buscan la reelección. Un segundo problema es la dificultad para auditar esos gastos. Si es difícil controlar las contribuciones, mucho más lo es controlar lo que se gasta. Esto requiere auditar una infinidad de operaciones comerciales, fijar valor de diferentes bienes, discriminar gastos corrientes de gastos de campaña, etc..

Si bien la opción de restringir los gastos en determinados rubros también adolece de alguno de estos problemas, su aplicación parece ser mucho más fácil y viable. No por casualidad, la publicidad en medios masivos de comunicación, rubro que acumula el mayor porcentaje de gasto de las campañas, es el que se topea con más frecuencia en los sistemas regulados. El límite se puede fijar en un monto determinado de dinero, en minutos de televisión, o directamente, en el establecimiento de una duración temporal de la campaña. 

La limitación a los gastos es un tema de debate recurrente en los Estados Unidos. En l974, luego del escándalo de Watergate, se fijaron restricciones al gasto de las campañas y a las donaciones privadas. Posteriormente, en 1976 la Corte Suprema terminó con las limitaciones a los gastos argumentando que se trataba de una limitación inaceptable a la libertad de expresión. Desde esa fecha, el debate continúa abierto, lo cual nos muestra el tipo de trade-off que genera el intento de fijación de límites a los gastos de la política
.

2.3. Las normas que aseguran la transparencia 

Hasta aquí se han descrito una variedad de instrumentos de política para regular el ingreso y el gasto en campañas electorales. Combinaciones de estas normas están presentes en la mayoría de las democracias actuales. Sin embargo, las mismas no son suficientes para controlar de manera adecuada la relación entre dinero y política si no cuentan con una normativa complementaria que asegure la transparencia y publicidad de los ingresos y gastos de los partidos.

En este sentido, existen sistemas que definen normas para garantizar la transparencia de esos movimientos financieros, las cuales incluyen sanciones específicas para quienes las incumplen. Del mismo modo, se establecen instituciones (Tribunales de Cuentas, Auditorías) encargadas de efectuar el control burocrático del gasto y la inversión partidaria, ya que no alcanza con fijar restricciones si luego no es posible vigilar su estricto cumplimiento. Si esto no se realiza, hasta la regulación más estricta termina siendo una simple declaración de buenas intenciones. 

3. Experiencias comparadas

4. Uruguay: entre el Subsidio y la Autorregulación

En Uruguay la literatura sobre partidos políticos es extensa e intensa. Sin embargo, la financiación de los partidos y de la actividad electoral no ha sido un tópico abordado con frecuencia. Más aún, salvo el artículo de Rial (1998), algunas menciones en Botinelli (1993) y el trabajo de Kevin Casas –como dijimos, aún inédito en nuestro medio-, no existen estudios académicos sobre el tema. Sin duda, es sintomático que una academia que se ha dedicado a estudiar en forma tan detallada y profunda a los partidos políticos no haya incluido en su agenda un tema de tal envergadura. Pero no sólo el ámbito académico lo ha dejado de lado, pues la agenda política lo ha ignorado durante mucho tiempo y su incorporación en la última década ha sido decididamente marginal.

Uruguay modeló un particular sistema electoral durante la primera mitad del siglo XX. El doble voto simultáneo
, establecido en 1910, es piedra angular de esa peculiaridad que perduró incambiada hasta la reforma constitucional de 1996. A lo largo de su historia, los partidos políticos fundacionales uruguayos generaron una persistente estructura fraccionalizada, que ha llevado a que los procesos electorales y de gobierno tengan como sujetos no sólo a los partidos, sino también a sus fracciones. Tanto los unos como los otros comparten el rol de agentes relevantes de la política y el gobierno en Uruguay. En este sentido, parecería claro que los agentes a regular no son sólo los partidos, sino también y fundamentalmente sus fracciones partidarias.

Los partidos (lemas) y fracciones (sublemas) han sido objeto de regulación jurídica en Uruguay desde fines del primer cuarto del siglo XX. La ley Nº 7812 de febrero de 1925 abre una larga lista de normas –aprobadas a lo largo del siglo- que regulan las elecciones y la actividad electoral de los partidos. Sin embargo, ninguna de ellas refiere a controles específicos sobre la financiación de partidos y fracciones. En consecuencia, los agentes electorales han gozado de la más amplia libertad en cuanto a la definición y resolución de su forma de financiación. A pesar de no contar con ningún tipo de regulación, los casos de corrupción política -que han salido a la luz pública- en contadas ocasiones han sido vinculados a procesos poco transparentes de financiación partidaria. Tal vez este hecho sea parte de la explicación de la inserción marginal del tema en la agenda pública.  

Desde el punto de vista de teórico deberíamos decir que Uruguay cuenta con un sistema informal de regulación del ingreso público. Distintas leyes han previsto el financiamiento de las campañas electorales mediante el subsidio estatal. Sin embargo, cada ley proyecta los criterios para una única elección por lo cual parece dudoso concebir a esta modalidad como un verdadero sistema. Asimismo, tampoco existen regulaciones sobre el ingreso de los partidos a partir del sector privado: ni las cuotas de los afiliados partidarios, ni las donaciones que los privados suelen hacer, han sido objeto de regulación por parte de la ley. 

Existen sí normas que regulan el gasto de los partidos en las campañas a través de la limitación de lapso de duración de las mismas. Si bien no se regula el monto a gastar en publicidad, al menos, se establece un plazo de tiempo para el desarrollo del mismo. Finalmente, Uruguay carece de regulaciones orientadas a la transparencia de las normas regulatorias. Es cierto que la Corte Electoral, organismo encargado de la justicia electoral, cuenta con algunas potestades respecto a la observancia de los plazos fijados para el gasto comunicación y propaganda partidaria. Sin embargo, esta actuación es muy limitada y carece de relevancia frente al problema más amplio y profundo del financiamiento de las campañas. 

El subsidio público a los partidos

No es del todo correcto hablar de la inexistencia de normas sobre la financiación política. Desde la elección de 1954, el Parlamento uruguayo ha votado, antes de cada acto electoral,  leyes que subsidian los gastos de campaña de partidos y candidatos. Estas leyes han estado siempre referidas a una única elección y contaron, en general, con características similares: a) subsidios de tipo electoral; b) dirigidos a los partidos y candidatos; c) sin exigencia de un mínimo de votos (barrera electoral); d) el monto total a percibir se calcula en arreglo al número de votos obtenidos; y e) los criterios para el cálculo del monto son especificados detalladamente en cada ley.

Asimismo, Uruguay realizó hasta 1994 elecciones simultáneas y vinculadas para todos los cargos electivos
. Esto suponía que cada 4 años -desde 1942 a 1966- y cada 5 -desde 1966 a 1994- se elegían en un mismo acto electoral todos los cargos de gobierno: Presidente, y Vicepresidente
, Senadores y Diputados, Intendentes y Ediles
. A su vez, el doble voto simultáneo permitió que dentro de cada partido existiera más de un candidato o lista para los diferentes órganos. Por tal motivo,  si bien el subsidio se ha otorgado a los partidos, quienes lo recibieron efectivamente fueron los diferentes candidatos del partido, o más precisamente sus listas partidarias, que en general responden a fracciones del partido. En el mismo sentido, las normas de financiamiento votadas en esos años han especificado criterios de distribución entre los candidatos o listas de los diferentes cargos
.  
Estas leyes, no imponen porcentajes mínimos de votos, o cualquier otro tipo de barrera para tener acceso a las compensaciones. Si bien esto coloca en pie de igualdad a todos los partidos y fracciones, sin importar su tamaño, no todos pueden acceder a los adelantos de estos subsidios. En la medida en que las compensaciones se entregan pasada la elección, las leyes prevén adelantos monetarios basados en la expectativa de votación de cada partido y fracción y en función de la votación pasada. De esta forma, los nuevos partidos o fracciones encuentran trabas para disponer de fondos efectivos, lo cual genera una desigualdad manifiesta
. 

Las últimas tres leyes de subsidio electoral votadas en Uruguay han establecido para cada elección un monto de dinero –fijado en unidades reajustables- por cada voto
. Por tanto, el subsidio que recibe cada lista o candidato se calculará en base a los votos que obtenga. El cuadro 3 muestra la evolución de los montos por voto asignados por el parlamento en UR y en U$S para cada elección. 
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En la medida en que este tipo de subsidios está sujeto a la voluntad del Parlamento, su existencia no genera ninguna certeza jurídica ni financiera para los partidos y candidatos. En teoría, no sería impensable creer que un partido que cuente con una mayoría parlamentaria y una buena cantidad de recursos para financiar su campaña, deje al resto de los partidos del sistema sin este subsidio o al menos, con un mecanismo de recaudación muy escueto. Sin embargo, esta forma de resolver el subsidio partidario no ha generado problemas en la práctica, y por el momento no existen intenciones de sustituirlo por algún tipo de mecanismo más estable.

La reforma constitucional de 1996 ha variado en forma sensible el calendario electoral uruguayo. En primer término, estableció elecciones primarias abiertas y simultáneas para todos los partidos a fin de elegir un único candidato presidencial
. En segundo lugar, modificó la forma de elección presidencial, pasando de un sistema de mayoría simple a uno de mayoría absoluta con doble vuelta. Por último, separó en el tiempo las elecciones municipales de las nacionales. En síntesis, el ciclo de elecciones presenta una primaria partidaria en junio
, una primera vuelta en octubre de ese año -donde se eligen presidente, vicepresidente, diputados y senadores-, una segunda vuelta un mes después -entre las dos fórmulas presidenciales más votadas si ninguna de las que compitieron en la primera vuelta obtuvo la mayoría absoluta- y en mayo del año siguiente elecciones municipales. De una única elección –y por lo tanto de una única campaña electoral- Uruguay pasó a tener cuatro elecciones y, por tanto, cuatro campañas electorales. De este modo, la reestructura del calendario electoral ha elevado en forma exponencial las necesidades de recursos de los partidos políticos para financiar las múltiples campañas electorales. Sin embargo, esto no ha sido acompasado con una legislación que tome en cuenta esos cambios. En 1999, la compensación por gastos electorales sólo fue provista para la primera vuelta de octubre y para la elección municipal de mayo del siguiente año
, pero ni las primarias de abril ni la segunda vuelta de noviembre de 1999 contaron con subsidio.

La falta de datos sobre los gastos de los partidos en las campañas electorales hace difícil calcular el porcentaje que es cubierto por el subsidio público. Sin embargo, podemos realizar alguna estimación de acuerdo con los datos que emergen de la publicidad televisiva. La tabla 2, muestra que el subsidio total recibido por los partidos ha cubierto sólo el 65% del gasto realizado en minutos de televisión durante la campaña electoral de octubre de 1999. Si bien es harto conocido que los partidos acceden a precios preferenciales de televisión y que en muchos casos se discriminan precios y disponibilidades, se puede concluir que la compensación estatal deja buena parte de los costos de las campañas sin cubrir. No es descabellado pensar que el porcentaje que cubre el subsidio resulta mucho menor que el 65% ya que a los costos de minutos de televisión se deben agregar los de la producción de la publicidad televisiva, la publicidad radial, la publicidad en vía pública, los costos en asesorías y los de organización de una campaña entre otros.   

Tabla 2. Gasto en publicidad televisiva en la campaña previa a la elecciones nacionales de octubre de 1999.

Partidos
Publicidad1
Costo2
Subsidio2
% de cobertura del subsidio

Partido Colorado
193.243
9.148.775
5.912.886
65%

Partido Nacional
179.289
8.820.712
4.023.432
46%

EP-FA
133.961
7.085.676
7.234.097
102%

Nuevo Espacio
51.349
2.593.444
822.721
32%

Unión Cívica
812
7.126
42.916
602%

Total
558.654
27.655.733
18.036.052
65%

1 Medida en segundos

2 Calculado a precios oficiales dólares americanos.

Fuente: elaboración propia en base a datos de la Corte Electoral y Monitor IBOPE Uruguay 
 

Asimismo, el estudio realizado por Kevin Casas (2002), que ya fuera citado en el apartado anterior, presenta un cálculo alternativo al de la Tabla 2. Como puede apreciarse en la Tabla 3, Casas estima el gasto partidario en Uruguay a partir de la propaganda televisiva realizada por las candidaturas presidenciales, candidaturas al Senado y candidaturas de Diputados por los departamentos de Montevideo y Canelones en las últimas dos elecciones nacionales. En tal sentido, una primera conclusión de su sistematización es que los partidos uruguayos gastaron la mayor parte de sus recursos en la elección de octubre, lo cual concuerda con lo expuesto en la Tabla 2. En segundo lugar, Casas presenta un cambio interesante en el orden del gasto partidario, pues según su cálculo el Frente Amplio supera en gasto al Partido Nacional en la elección de octubre. Una tercera conclusión está ligada con este último apunte, y refiere al hecho de que, en virtud de que el subsidio estatal es la principal fuente de financiamiento de las campañas, los partidos adecuan su gasto en comunicación política a partir de sus propias expectativas electorales. Por ejemplo, el Frente Amplio gastó más dinero en octubre de 1999 que en noviembre de 1994, porque sus expectativas electorales eran más altas en el primer caso que en el segundo. Obviamente, que para ello, las encuestas de intención de voto jugaron un papel crucial. Parecería claro que a la hora de decidir el gasto, las mismas suministran información precisa sobre el volumen de votos que obtendrá el partido y en consecuencia, el monto total de subsidio estatal que recibirá pasada la elección. De este modo, el partido puede gastar a cuenta de su suerte electoral y generar el fenómeno de que un partido aumente o haga decrecer su erogación en publicidad de una elección a otra. En suma, las expectativas electorales se estructuran en función de la información emanada de las encuestas. El monto a gastar tiende a ajustarse, en principio, al cálculo de votación estimado a partir de esas expectativas. En cuarto lugar, los cálculos de Casas permiten observar que, a pesar de la modificación del calendario electoral, la campaña electoral de 1999-2000 presentó un aumento del gasto no superior al 20% de lo gastado en la elección anterior. Este dato es relevante, y según el autor, configura  un comportamiento similar al observado en otros sistemas políticos con modalidades de financiamiento mixtas (por ejemplo, Costa Rica). El gasto, en definitiva, parece tener un techo, vinculado al nivel de saturación del ciudadano respecto a  la información y la propaganda recibida. 

Tabla 3. Gastos de campaña de los partidos 1994-2000


Noviembre 94*
Abril 99*
Octubre – Noviembre 99*
Mayo 00 *
Ciclo electoral 99-00*

P.Colorado
10.08
3.13
7.97
1.31
12.41

P.Nacional
10.35
2.00
5.03
1.17
8.20

F.Amplio
5.46
0.67
7.36
1.63
9.66

N.Espacio
0.85
0.08
1.54
0.04
1.66

Other
0.13
0.00
0.05
0.01
0.06

Total
26.87
5.88
21.95
4.17
31.99

* Calculado en millones de US$ de 1995.

Fuente: Casas 2002, Tabla 5.1.

4.2.Las limitaciones a la publicidad electoral

Tal vez, el moderado incremento al gasto electoral observado entre las campaña electorales de 1994 y de 1999-2000 se deba a la presencia de la ley 17.045 del 14 de diciembre de 1998. Esta norma representó toda una novedad en materia de regulación de campañas electorales en Uruguay, pues rompió con la tradición de autorregulación partidaria, al imponer límites a la extensión de las mismas en los medios electrónicos de comunicación
. Esta norma buscó acortar en el tiempo la inversión en publicidad electoral por parte de los partidos como contrapartida de la creación de un calendario compuesto por cuatro elecciones. En su artículo primero, fijó restricciones estrictas a la duración de las campañas para cada elección: “Los partidos políticos podrán iniciar su publicidad electoral en los medios de radiodifusión, televisión abierta y televisión para abonados sólo a partir de: 1) Cuarenta días para las elecciones internas. 2) Cincuenta días para las elecciones nacionales. 3) Veinte días en caso de realizarse una segunda vuelta. 4) Cuarenta días para las elecciones departamentales.”. 

Si bien esta ley define en forma explícita aquello que considera publicidad electoral
, no avanza sobre penalizaciones a su incumplimiento. En este sentido, sólo se limita a establecer a la Corte Electoral como institución encargada del contralor de la norma. Más aún, no provee a la Corte de condiciones materiales para ejercer dicho control. A pesar de este déficit, la norma ha sido respetada por los partidos durante el último ciclo electoral 1999-2000. 

Esta norma también establece el acceso a espacios y minutos de publicidad gratuitos en la televisión estatal
. La novedad que incorporan los artículos 4, 5 y 6, es la barrera que imponen para obtener ese financiamiento indirecto. Dichos artículos determinan que este beneficio sólo podrá ser utilizado por aquellos partidos que tengan representación parlamentaria  o hayan alcanzado en las elecciones internas un porcentaje igual al 3 % de los habilitados para votar.

A pesar de las carencias que presenta esta ley en cuanto a mecanismos -tanto legales como materiales- para asegurar su cumplimiento, significa el avance más importante que se ha hecho en el campo de la regulación de las campañas electorales. La limitación en el tiempo de las campañas en medios masivos ha sido una norma eficaz que ha impactado de manera importante en los montos de gasto.    

4.3.Financiación permanente

Al igual que en lo referido al financiamiento de las actividades electorales de los partidos, no existe ninguna regulación sobre la financiación permanente de los mismos. En este marco, las principales fuentes -en períodos interelectorales- son dos: a) las donaciones de parte de sus ingresos mensuales que realizan los candidatos que obtienen cargos en nombre de sus partidos; y b) los aportes que realizan afiliados y simpatizantes de los mismos.

En forma adicional, existe otra serie de recursos que los partidos utilizan, a modo de financiación indirecta, no previstos como tales por ley. Los ejemplos más claros son: a) la utilización de partidas que los legisladores reciben con fines específicos
; y b) el empleo con fines partidarios de funcionarios “en comisión” en despachos de parlamentarios
, entre otros. Si bien esto representa un desvío de los fines que las normas fijan para este tipo de recursos, su utilización es considerada normal.   

La falta de fuentes de financiación permanente hace que los partidos basen su funcionamiento en recursos que el Parlamento provee para el desempeño de los legisladores. Esto ha dado lugar a algunas críticas -de parte de la ciudadanía- por la utilización para fines no previstos de esos recursos. En particular, la crítica se ha centrado en la utilización para tareas de política partidaria de funcionarios en comisión.  

5. Los proyectos de regulación
Desde la restauración democrática, se han presentado en el Parlamento uruguayo varios proyectos de ley sobre regulación del financiamiento de los partidos políticos. Sin embargo, su trámite ha tenido, en todos los casos, escaso éxito. Sólo el presentado en 1986 por el entonces senador Eduardo Paz Aguirre logró aprobación de la Cámara de Representantes siete años más tarde. Este proyecto - que nunca llegó a tratar el Senado- recogía parte de la “Ley Fundamental Nº2” instaurada por la dictadura militar y luego derogada en 1985 por el Parlamento. El proyecto de Paz Aguirre
 parece haber fijado un camino por donde transitaron la mayoría de las iniciativas presentadas posteriormente. El énfasis en la regulación de los ingresos
 y en el control de la contabilidad partidaria se ha transmitido al resto de los proyectos sobre el tema, constituyendo así un núcleo básico de consenso sobre el objeto de la regulación. 
La Tabla 4 intenta resumir los instrumentos de regulación propuestos por los proyectos presentados desde 1995. La tabla  está dividida en tres partes, las cuales distinguen las áreas de regulación: la de los ingresos, la de los gastos y la de la transparencia de acuerdo con los lineamientos expuestos en el capítulo 3; en forma adicional, se distinguen los instrumentos de política propuestos y los agentes sobre los que se aplican. A fin de simplificar el análisis de los proyectos, nos hemos centrado en los últimos tres presentados, que básicamente representan a todo el conjunto.

El primero (VI) de los tres proyectos que analizamos, fue presentado el 11 de mayo de 1999 en la Cámara Alta por senadores del EP-FA
. Como lo muestran las tablas, se preocupa fundamentalmente de la regulación de los ingresos –su limitación- y de su rendición de cuentas. Particularmente, prohíbe las donaciones anónimas mayores a $U 500 (pesos uruguayos) y las de empresas que contratan con el Estado. Los agentes que regula son tanto los partidos como los sectores. En lo que refiere a normas que aseguren la transparencia y cumplimiento de las regulaciones de ingresos y gastos, obliga a “llevar  un Registro detallado de sus ingresos y egresos con indicación precisa del origen y destino de los mismos.”
  A la vez dispone que dicho registro sea verificado y firmado por un Contador público. Sin embargo, no dispone un órgano encargado de auditar esos registros y sólo prevé sanciones para los partidos y las empresas que incumplan el artículo cuarto, aquel que prohíbe las donaciones de empresas que contratan con el Estado.

Tabla 4. Proyectos sobre financiación partidaria presentados al parlamento entre los años1995-2002.

1. REGULACIÓN DE LOS INGRESOS


Límites a contribuciones
Subsidios públicos


individuales
Empresariales
extranjeros
directos
indirectos
electorales
permanentes

Proyecto
part.
fracc.
part.
fracc.
part.
fracc.
part.
fracc.
part.
fracc.
part.
fracc.
Part.
fracc.

I
si
no
si
no
prohíbe
no
si
no
no
no
si
no
si
no

II
si
no
si
no
prohíbe
no
si
no
si
no
si
no
si
no

III
si
no
si
no
prohíbe
no
si
no
si
no
si
no
si 
no

IV
si
no
si
no
no
no
no
no
si
no
si
no
si
no

V
si
no
si
no
no
no
no
no
no
no
no
no
no
no

VI
si
no
si
no
prohíbe
no
si
no
si
no
si
no
si
no

VII
si
no
si
no
prohíbe
no
si
no
si
no
si
no
si
no

VIII
si
si
si
si
no
no
no
no
no
no
no
no
no
no

2. REGULACIÓN DEL GASTO


Limitaciones de gastos


monto total
en determinados rubros
fijados en dinero
fijados en tiempo de uso 

Proyecto
part.
fracc.
fart.
Fracc.
part.
fracc.
part.
fracc.

I
no
no
no
no
no
no
no
no

II
no
no
no
no
no
no
no
no

III
no
no
no
no
no
no
no
no

IV
no
no
no
no
no
no
no
no

V
no
no
no
no
no
no
no
no

VI
no
no
no
no
no
no
no
no

VI
no
no
no
no
no
no
no
no

VII
no
no
no
no
no
no
no
no

VIII
no
no
no
no
no
no
no
no

3. NORMAS QUE ASEGURAN LA TRANSPARENCIA


Rendición de cuentas
Órganos de control
Sanciones


electorales
Permanentes
de ingresos
de gastos



Proyecto
part.
fracc.
part.
fracc.
part.
fracc.
part.
fracc.



I
si
si
sí
no
si
si
si
si
si
si

II
si
no
si
no
si
no
si
no
si
si

III
si
no
si
no
si
no
si
no
si
si

IV
si
no
si
no
si
no
si
no
si
si

IV
si
si
no
no
si
no
si
no
si
si

VI
no
no
si
sí
si
si
si
si
no
si

VII
si
no
si
no
si
no
si
no
si
si

VIII
si
no
si
sí
si
si
si
si
si
si

I. Proyecto presentado por el Dip. Washington Abdala (PC) en la Cámara de Representantes. Carpeta 604 de 1995 de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes.

II. Proyecto presentado por la bancada de diputados del EP-FA (Abelenda, Marcos; Alvarez, Guillermo; Arregui, Roque E.; Barreiro, Raquel; Baráibar, Carlos; Bayardi, José; Bolla Collazo, Luis Alberto; Canet, Brum; Charlone, Silvana; Chifflet, Guillermo; Coll Cunillera, Jorge J.; Fontes Volpi, Luis R.; Gallo Imperiale, Luis José; Gamou Fasanello, Carlos; Ibarra, Doreen Javier; Legnani, Ramón; Mahía, José Carlos; Matos Pugliese, Julio C.; Mujica, José; Nicolini, Leonardo; Obispo, Ruben; Orrico, Jorge; Palacio Cora, Claudia; Pintado, Enrique; Pita, Carlos; Pérez, Darío; Rubio, Enrique; Semproni, Víctor; Tourné, Daisy) en la Cámara de Representantes. Carpeta 984 de 1996 de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes.

III. Proyecto presentado por los Senadores Danilo Astori, Alberto Cid, Susana Dalmás y Albérico Segovia (EP-FA) en el Senado. Diario de Sesiones del Senado Nº 176 - Tomo 383 - 16 de julio de 1997.

IV. Proyecto presentado por los Diputados Luis Alberto Bolla, Jorge Coll, Ramón Legnani, Julio C. Matos y Jorge Orrico (EP-FA) en la Cámara de Representantes. Carpeta 3353 de 1999 de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes.

V. Proyecto presentado por la bancada de diputados del NE (Barandiaran, G; Courtoisie, G; Falero, R; Michelini, F; Posada, I.) en la Cámara de Representantes. Carpeta 3402 de 1999 de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes.

VI. Proyecto presentado por la bancada de senadores del EP-FA (Arismendi, Marina; Astori, Danilo; Cid, Alberto; Couriel, Alberto; Dalmás, Susana; Gargano, Reinaldo; Korzeniak, José; Segovia, Albérico) en el Senado. Diario de sesiones de la Cámara de Senadores del 11 de Mayo de 1999, página 13.

VII. Proyecto presentado por los Senadores: Bernardo Pozzolo, Américo Ricaldoni y Luis Brezzo (PC) en el Senado. Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores del 12 de Mayo de 1999, página 75.

VIII. Proyecto presentado por el Dip. Felipe Michelini (NE) en la Cámara de Representantes. Carpeta 2097 de 2002 de la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes.

El segundo proyecto (VII), fue presentado por senadores del Partido Colorado el 12 de mayo de 1999, un día después que el analizado anteriormente.
 Este proyecto -similar al presentado por Paz Aguirre- no se circunscribe a la regulación de la financiación de los partidos. Por el contrario, establece una variedad de normas que van desde un régimen para la fundación de los partidos hasta regulaciones para la administración de sus denominaciones. Al igual que el proyecto que analizamos en primer lugar, éste se centra en fijar limitaciones a las contribuciones. Como en el caso anterior, fija un límite –esta vez en 100 UR- para las donaciones anónimas e impide las de empresas que contraten con el Estado; adicionalmente prohíbe de forma expresa las de asociaciones profesionales o laborales y las de gobiernos, entidades o personas extranjeras. En lo que hace a la financiación pública, establece una financiación indirecta a través de la exoneración de algunos impuestos.
 Por otro lado, incorpora una norma programática sobre subsidios electorales, la cual declara “... de interés nacional para el afianzamiento del sistema democrático republicano y la eficacia y transparencia de gestión de los Partidos Políticos que el Estado contribuya a solventar los gastos que les demande su participación en las elecciones para cargos públicos, así como para su funcionamiento permanente.” 

Tal vez donde encontremos mayores diferencias entre estos dos proyectos sea en el tema de las formas de control y de cómo hacer efectivas las normas. De igual manera que en el proyecto del EP-FA, éste exige que los partidos lleven registros contables de ingresos y gastos en forma permanente, pero obliga también a realizar una rendición de cuentas especial luego de cada acto electoral. Los incumplimientos de las disposiciones dan lugar a sanciones detalladamente descritas. En este sentido, se le confiere a la Corte Electoral la función de contralor y jurisdicción.

El último proyecto que analizamos (VIII), fue presentado el 23 de abril de este año en la Cámara de Representantes por el Nuevo Espacio.
 Si bien es muy similar al proyecto (VII)
, incorpora una sección referida al financiamiento de las campañas electorales. En este sentido, impone un límite de 1000 UR (alrededor de U$S10.000, de acuerdo a la cotización actual de la divisa norteamericana) a las contribuciones de campaña. Por otro lado, exige a los candidatos designar un jefe de campaña, a quien encarga la tarea de “llevar registros contables específicos de la campaña electoral” para luego informar sobre éstos a la Corte Electoral. Otra innovación, se encuentra en el capítulo V de este proyecto, ya que hace responsable a los candidatos presidenciales y a los jefes de campaña de las campañas electorales de las listas al Senado y a Diputados. Por último en el capítulo VI, replica todas las normas para las campañas de los precandidatos presidenciales en las primarias y los candidatos a intendente en las elecciones municipales.     

Los tres proyectos son muy similares. En primer lugar, todos se centran en la regulación de los ingresos partidarios, y en forma específica en la limitación de montos y prohibiciones según origen de la donación. El ejemplo más claro es el de la prohibición de recibir donaciones de empresas que contraten con el Estado. En segundo lugar, ninguno de ellos establece certezas sobre los subsidios públicos, tanto electorales como permanentes. Si bien los proyectos II y III proclaman su importancia, ninguno pasa de establecer más que una norma programática. Una tercera característica similar, es que ninguno impone regulaciones o restricciones de gastos. Sólo se limitan a establecer el registro contable de los mismos.  Por último, las normas para hacer efectivo los controles de ingreso se basan en su mayoría en controles contables, por lo general auditados por la Corte Electoral
.

El punto que los diferencia es el de la definición de los agentes a ser regulados. El primer proyecto habla tanto de partidos como de sectores, pero no ahonda en la definición de unos y otros. Los otros dos focalizan en los partidos las acciones de control
. La definición de los agentes a regular es precisamente el punto débil de los tres proyectos. La escasa preocupación por especificar a quién se debe controlar abre puertas a la inaplicabilidad de las regulaciones. El sistema de partidos uruguayo y la original estructura fraccionalizada del mismo, produce que definiciones genéricas terminen haciendo inviable cualquier tipo de control. En este sentido, la forma en que se han estructurado los subsidios públicos parece ser una buena solución. Los agentes a regular deberían ser las diversas listas de los partidos para los diferentes órganos (los agentes que se subsidian). Sin embargo, esto agrega una nueva complicación, ya que por ejemplo, en la elección nacional de octubre de 1999 entre candidaturas presidenciales, listas a senadores y a diputados teníamos más de 440 agentes electorales distintos. 

La Tabla 4 permite extraer algunas conclusiones interesantes sobre los proyectos de regulación presentados. La primera es la gran similitud que existe entre ellos. No sólo se asemejan en los instrumentos que proponen, sino a la vez en su forma de estructuración y en la mayoría de los casos de redacción de los propios artículos. Esto, sin duda, representa un núcleo básico de consenso, algo similar a lo que Bruno Speck califica de “programa mínimo”, consensuado entre los distintos  partidos y sectores proponentes para la efectiva tramitación de una ley en la materia. Las divergencias más importantes se presentan a la hora de fijar determinados montos que oficien de límites a las donaciones privadas y anónimas. Una segunda conclusión es que los proyectos giran en torno al control de los ingresos y se desentienden de la regulación del gasto. La preocupación central de los legisladores, en este sentido, parece estar más orientada a favorecer mecanismos de transparencia sobre las fuentes de financiación privada que a limitar el gasto en campañas electorales. A través de la lectura de las diferentes exposiciones de motivos que acompañan a cada proyecto la preocupación por la transparencia queda de manifiesto. La tercera conclusión a la que podemos arribar es la conformidad general sobre las formas de subsidio público, ya que ningún proyecto plantea cambiar su carácter o la forma en que se establece. Si bien se propone limitar, controlar y hacer públicas las donaciones privadas a los partidos, nadie ha planteado sustituirlas enteramente por los subsidios públicos. Como cuarta y última conclusión a extraer se destaca la relativa a la forma de contralor y sanción, la que  es prácticamente idéntica en todos los proyectos. En efecto, todos señalan a la Corte Electoral como la institución idónea para la jurisdicción de estos asuntos.

A pesar que las divergencias entre los proyectos son mínimas, ninguno hasta el momento ha conseguido transformarse en ley. En estos momentos, la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración de la Cámara de Representantes ha reanudado el tratamiento sistemático de una ley de financiación de partidos políticos. Precisamente se le ha encomendado al diputado del Nuevo Espacio, Felipe Michelini, autor del último proyecto presentado, a sintetizar los elementos comunes de los proyectos puestos a consideración, a los efectos de elaborar un nuevo proyecto sobre el que trabajar de manera concreta. El propio diputado Michelini ha dicho respecto a la iniciativa que se le encomendara: “Se trata de amalgamar todos los proyectos existentes, para dar comienzo a la discusión en la Comisión correspondiente, sin perjuicio de las modificaciones que se le introducirán durante su tratamiento. (...) (Se busca) un instrumento que, articulado con otras leyes y con la reforma constitucional de 1996, completa para esta época una regulación clara, concreta y de fácil aplicación en un tema que hace a la transparencia y credibilidad del sistema democrático”. 
 Con la misma preocupación, la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado ha propuesto -en su informe anual 2001 a la Asamblea General- que: a. se extienda la exigencia de presentar declaraciones juradas patrimoniales y de ingresos a los candidatos políticos a cargos electivos y b. que se requiera a los partidos con representadción parlamentaria la presentación ante la Corte Electoral de balances anuales auditados por firma contable reconocida. 

6.Conclusiones
La democracia necesita del gasto en comunicación política. Sin ella los electores no tendrían posibilidades de acceder a la información necesaria para decidir su voto. Más aún, sería imposible evaluar la rendición de cuentas de los actores de gobierno y tampoco las decisiones que emanan de su desempeño. En consecuencia, la financiación de los partidos así como la de sus campañas electorales son costos que la sociedad debe inevitablemente asumir.  

En este sentido, la discusión ha discurrido fundamentalmente en torno a quién se otorga la financiación y cómo la misma es regulada Las opciones de financiamiento no son muchas, ya que pueden ser privadas, públicas o mixtas. Uruguay ha optado históricamente por una forma mixta, donde el costo del financiamiento es compartido entre un subsidio electoral público y fondos de carácter privado. A pesar de permitir los aportes privados, no existe ningún tipo de regulación sobre su forma de recepción ni sobre los montos a aceptar. Sólo en los últimos años se ha aprobado una norma que regula el gasto en forma indirecta, a través de la reducción en el tiempo de las campañas electorales. 

Con subsidios que cubren –en una hipótesis muy cautelosa- poco menos de la mitad del costo total de las campañas, sin limitación de gastos y sin regulación sobre ingresos, el sistema de financiación de partidos en Uruguay podría ser percibido como una puerta abierta a la corrupción. Peor aún, coloca a los partidos y a los políticos en una situación de debilidad cuando se los acusa –como en la actualidad- de recibir fondos de forma poco transparente. Bajo este sistema, su imposibilidad de demostrar la inocencia hace que la duda mine su credibilidad. 

Si bien en tiempos de crisis económica es difícil discutir sobre los costos de la política de manera razonable, parece sí necesario debatir sobre las formas y los montos en que se debe financiar a los partidos, tanto en su actividad permanente como electoral. En tal sentido, debemos saber qué reducciones drásticas de subsidios públicos -sin las concomitantes limitaciones de gasto y regulaciones de ingresos- terminan por conducir a los partidos hacia formas poco transparentes de financiación. 

En forma adicional se debe entender que las regulaciones sobre financiación de partidos no son normas inocuas, ya que alteran las oportunidades electorales de los diferentes partidos. En consecuencia, no se debe pensar las normas sólo en función de sus efectos sobre la transparencia de la financiación y el gasto, sino también en relación a su impacto sobre la necesaria equidad de la competencia electoral en la democracia.

En este marco de autorregulación, han surgido denuncias sobre formas poco transparentes de financiación de partidos en Uruguay. Sin embargo, como vimos, ninguno de los proyectos sobre regulación de la financiación ha logrado aprobarse. De este modo, podríamos convenir en la idea de que si bien parece existir un acuerdo entre los partidos sobre las formas de regular su financiación, aún no se ha dado una convergencia final de intereses y voluntades sobre la aprobación de alguno de estos proyectos. La iniciativa que en momentos de escribirse este texto se está tramitando en una de las comisiones de la Cámara de Representantes permite augurar esperanzas de que se termine con esta omisión cívica. Sería bueno que así fuera: como vimos, una ley no resuelve por sí los problemas que involucra el tema complejo del financiamiento de los partidos, pero es sin duda un paso consistente en la buena dirección. No deberían esperarse nuevas circunstancias críticas –de denuncias y acusaciones sobre casos de corrupción vinculados a este tema- para encontrar un escenario que haga viable la aprobación de un proyecto sobre financiación de la política.     
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( Docentes e Investigadores del Instituto de Ciencia Política, de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad de la República.


� Si bien los estudios sobre financiamiento de partidos en Uruguay son escasos, mucho contribuiría para un avance en la materia, la publicación de la tesis doctoral del costarricense Kevin Casas “La financiación de los Partidos Políticos en Costa Rica y Uruguay”. El presente estudio es tributario de sus hallazgos conceptuales y empíricos.


� Para una revisión más detallada de los diferentes sistemas de regulación en Iberoamérica ver la compilación editada por Pilar del Castillo y Daniel Zovatto (1998).


� Los incumbents son todos aquellos candidatos que buscan la reelección en su cargo. 


� En este capítulo centrado en la clasificación de modalidades de regulación seguimos a Casas (2002). Otra clasificación muy extendida de los sistemas de financiamiento es la de (a) sistemas públicos, (b) sistemas privados, (c) sistemas mixtos (Al respecto, ver Zovatto 2003).


� Estos tipos de recursos son de gran variedad y van desde exoneraciones tributarias hasta minutos de televisión en cadenas públicas.


� “Money and Politics”. “The Economist”, 8/2/97, pág. 23.


� El doble voto simultáneo rige en Uruguay desde 1910. Fue implementado para permitir la competencia interna dentro de los partidos, evitando al mismo tiempo su ruptura. Este mecanismo hace que, simultáneamente con la elección nacional, se realicen las elecciones internas de los partidos. En definitiva, el doble voto simultáneo no es otra cosa que una forma de voto preferencial intrapartidario, que permite que el elector, a la vez que opta entre partidos, pueda también hacer sus opciones dentro del mismo. 


� Por vinculadas a nivel de lema se entiende que el elector no puede hacer combinaciones de candidatos de diferentes partidos para los diversos órganos..


� Entre 1954 y 1966 el Poder Ejecutivo era ejercido por un Consejo Nacional de Gobierno. Este era un órgano colegiado integrado por 9 miembros, seis pertenecían a la lista más votada del lema más votado y tres se distribuían proporcionalmente entre las listas del lema que siguiera en número de votos.


�También se elegían las autoridades departamentales: 19 Intendentes; 19 Juntas Departamentales y las respectivas Juntas Electorales Departamentales.


� Por ejemplo, la ley N° 16.567 del 26 de agosto de 1994 – la cual fijó el subsidio para la elección de ese año- establecía en su artículo segundo que: “La suma total que corresponda a cada candidatura a la Presidencia de la República será distribuida en la forma y porcentajes siguientes: A) El 30% (treinta por ciento) será entregado al candidato a la Presidencia de la República. B) El 30% (treinta por ciento) será repartido entre todas las listas de candidatos a Senadores incluidas en hojas de votación que tengan el mismo candidato a la Presidencia de la República, y el importe correspondiente será entregado al primer titular de cada una de ellas. El reparto se hará en forma proporcional a los votos obtenidos por dichas listas. C) El 30% (treinta por ciento) será repartido entre todas las listas de candidatos a la Cámara de Representantes incluidas en hojas de votación que tengan el mismo candidato a la Presidencia de la República, y el importe correspondiente será entregado al primer titular de cada una de ellas. El reparto se hará en forma proporcional a los votos obtenidos pro dichas listas. D) El 10% (diez por ciento) será repartido entre los candidatos a Intendentes Municipales, en forma proporcional a los votos obtenidos por sus candidaturas.”


� Por ejemplo, el artículo sexto de la citada ley expresaba que: “a partir de los diez días siguientes a la promulgación de la presente ley, el Banco de la República Oriental del Uruguay podrá adelantar a los candidatos mencionados en el artículo 2°, hasta un 50% (cincuenta por ciento) de las sumas que presumiblemente deberán recibir, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 1° y 2° de la presente ley. El Banco de la República Oriental del Uruguay tendrá en cuenta, para la determinación del monto de aquel porcentaje, entre otros factores, el número de votos obtenidos en las elecciones del 26 de noviembre de 1989 por dichos candidatos, o por los partidos, grupos y sectores políticos que integraban...”, “...El citado Banco podrá no efectuar anticipos cuando los elementos de juicio de que disponga no sean suficientes a su juicio, para establecer el cálculo presuntivo a que se refiere el inciso primero”. Ley N° 16.567 del 26 de agosto de 1994.


� Unidad de cuenta indexada fijada por el Poder Ejecutivo en función de la evolución del Índice Medio de Salarios.


� La eliminación del doble voto simultáneo para la elección presidencial obligó a los partidos a presentar un único candidato a la presidencia.


� En 1999 las primarias fueron en abril. Por 


� La ley 17237 del 14 de abril de 2000, fijó en 0.14 UR el monto que se pagaría por voto a los partidos para la elección municipal de mayo de 2000.


� Datos publicados por el diario El País el 5 de noviembre de 1999 en su página 9.


� Por medios electrónicos se entiende radio y televisión.


� Artículo 2º. “Entiéndese por publicidad electoral aquella que se realiza a través de piezas elaboradas especializadamente, con criterios profesionales y comerciales. Quedan excluidas de esta definición - y, por lo tanto, de las limitaciones establecidas en el artículo precedente - la difusión de información sobre actos políticos y actividades habituales del funcionamiento de los partidos, así como la realización de entrevistas


periódicas”.


� Si bien la radio y televisión estatales alcanzan a todo el país, su número de oyentes y espectadores está muy por debajo del de los canales y radios privados. 


� Partidas para secretaría, para compra de diarios y revistas, etc.


� Tanto los senadores como los diputados pueden solicitar a distintas dependencias estatales que le cedan determinados funcionarios para que trabajen en sus despachos. 


� Para una descripción más detallada de este proyecto ver Rial [1998:560-562]


� Este proyecto fijaba montos máximos para contribuciones anónimas y prohibía expresamente la de empresas que contrataran con el Estado.


� Diario de sesiones de la Cámara de Senadores del 11 de Mayo de 1999, página 13.


� Artículo 1º del proyecto.


� Diario de Sesiones de la Cámara de Senadores del 12 de Mayo de 1999, página 75. 


� Sobre este particular, el Artículo 27 expresa que “...La adquisición, gravamen o enajenación de todo inmueble de los Partidos Políticos estarán exentos de todo tributo nacional.” 


� Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración: Carpeta Nº 2097 de 2002


� El proyecto del Nuevo Espacio sólo incorpora las temáticas relacionadas a financiación de partidos.


� Un control adicional es la obligación de utilizar cuentas en Bancos de propiedad Estatal. Esto en teoría permite corroborar los registros contables.


� El proyecto III pretende remediar esto haciendo responsable a los partidos de las acciones de sus fracciones.


� “Michelini propuso redactar un solo proyecto que unifique las iniciativas presentadas hasta el momento. Ley sobre financiamiento de los partidos políticos comenzó a discutirse en Comisión”. “La República”, 13 de julio de 2002. 
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